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Llorente

Don Eugenio Díaz Einil

Don José Luis de ]-os

Mozos y de Ios lrlo-

zos

0 0348869

ñ¡m. de Registro: L754/9O

AStll[IlO: Amparo promovido por

doña María Julia B1anco

GonzáLez.

SOBRE: Contra los actos adni-

nistrativos por J.os que se

acordó ]-a retención de retri-

bqciones complementarias co-

rrespondientes a su función

docente, y contra la Senten-

cia de la Sección Sexta de

Ia Sala de Io Contencioso-

Adninistrativo del Tribunal

Superior de Justicia de Ma-

drid de 30 de enero de L990,

gue J-os confirmaba

La Sección ha examinado

üulia Blanco GonzáLez.

el recurso interpuesto por doña $taría

I. A¡TTECEDEilTES

L. Don José Ramón Gayoso Rey, actuando en nombre y repre-

sentación de doña María Julia Blanco GonzáLez, interpone re-
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curso de amparo, mediante escrito gue tuvo entrada en este Tri-
bunal el 9 de julio de l-990, contra los actos administrativos
por los que se acordó la retención de retribuciones com-
plenentarias correspondientes a su función docente, así como
contra 1a senteneia de la sección sexta de 1a sala de 1o
Conteneioso-adninistrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Madrid de 30 de enero de L99o gue denegó ].a devolución de las
cltadas cantidades.

2. La demanda se basar €n síntesisr €D los siguientes hechos:

a) La recurrente viene dedicándose a Ia función docente
desde eI año L966 como Profesor no Nr¡merario de la disciplina
académica de Anatomía Patológica. Asimismo desde er día L de
uarzo de L973 presta servicios como Jefe Clínica adscrita aI
Servicio de Anatomía Patológica en eI Hospital Clínico de San
Carlos de 1a Facultad de Medicina de Ia Universidad Complutense

de Madrid.

b) Como consecuencia de su función docente como profesora

adjunta interina, contratada por la Universidad Complutense de
Madrid desde el año L979, de las percepciones que le venían

asignadas en nómina por e1 Ministerio de Educación y ciencia,
1e han sido detraídas diversas sumas.

c) Con fecha 5 de agosto de t-ggl- presentó escrito ante el
Excno. Rector de 1a Universidad Complutense de Madrid solici-
tando, entre otros puntos, 1.a devolución de dichas su¡nas, ante
el silencio administrativo interpuso distintos recursos adni-
nistrativos que fueron desestimados, por 1o gue acudió a la ju-

risdicción contencioso-a<{ministrativa, conociendo del mismo 1a
Sección Sexta de la Sala de 1o Contencioso-Administrativo del

Tribunal Superior de Justicia de Dladrid gue en su Sentencia de

fecha 30 de enero de L99O desestimó el recurso declarando no

haber lugar a Ia solicitada devolución por.ser 1as retenciones
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acreditadas conforme a Derecho.

d) La recurrente centra su gueja constitucional en ra pre-
sunta vulneración de1 principio de igualdadr por el distinto
trato recibido por eI personal docente deI Hospital clÍnico,
respecto de1 personal médico de 1as rnstituciones cerradas de
Ia Seg"uridad Social contratados por Ia Universidad para desem-
peñar funciones docentes, a Ios efectos de percibir ínteefr€rmen-
te Ia totalidad de 1os enoh¡mentos por la doble función
asistencial y docente gue desenpeñan ambos corectivos.

3. Por providencía de 3o de abril de l_99o, ra sección Terce-
ra (sara sequnda) de este Tribunal, acordó poner de manifiesto
a las pagtes la posibre existencia de la causa de
inarrmisibilidad prevista en e1 art. 5o.l- c) r,orc, carencia ma-
nifiesta de contenido constitucional de la demanda. A tar fin,
y por aplicación de 1o dispuesto en er art. 50.3 r,orcr s€ otor-
g6 un prazo común de diez días ar solicitante de aürparo y ar
Ministerio Fiscal para gue formularan las alegaciones que esti-
masen pertinentes.

4. Don José Ramón Gayoso, €D nombre de doña María Juria Blan-
co GonzáLez, y mediante escrito presentado el 2a de mayo de
L99l-, formulo sus alegaciones en 1as que reiteraba las razones
ya exPuestas en la demanda para justificar 1a admisibilidad de1
recurso.

5- E1 Ministerio Fiscarr por su parte, presentó sus alega-
ciones en fecha r-6 de maya de ese mismo año, soricitando ra
inadmisibilidad de1 recurso por apreciar la concurrencia de la
causa de inadqisión apuntada. A su juicio no existe desigualdad
contraria a1 art. L4 c.E., pues taI discriminación no puede
apreciarge cuando se trata de dos cuerpos estatales o de perso-
nas que prestan sus servicios en cuerpos distintos, sin que el
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principio de igrualdad cubra Ia exigencia de que ante cuerpos

diferenciados se deba otorgar un trato remuneratorio igual, por

otra parte el fallo judicial razona que J.a recurrente recibió

eJ- trato remuneratorio gue 1a J.ey dispone, esto €sr que se ac-

tuó desde Ia legalidad. Tampoco cabe apreciar desigualdad en la

aplicación judicial de 1a 1ey, pues ésta solo es exigible a un

Tribunal con relación a sus precedentes pero no respecto de las

resoluciones dictadas por otros tribunales. Seña1a, pof, úItimo,

que la invocación deI dereeho a obtener tutela judicial efecti-

va no va acompañada de razonamiento algruno que la apoye t y t
además, resulta inposible hallarla en J.a Sentencia dictada, que

razona motivadanente en derecho, con cita de los preceptos 1.e-

gales aplicables, el fa1lo desestimatorio que decreta.

rT. FI'IÍDEüENTOS JI]RIDICOS

l-. Procede confirmar, a la vista de las alegaciones realiza-

das, eI motivo de inadmision advertido en nuestra providencia

de fecha 30 de abril de L99L, consistente en la carencia de

contenido constitucional de Ia denanda gue justifique una deci-

sión de fondo por parte de este Tribunal, conforme dispone eI

a r t .  50 .L  c )  LOTC.

Cabe rechazar, desde un priner momento, toda presunta infrac-

c ión de 1os ar ts .  53,  l -03.1-  y  L06 c.E. ,  pot  ser  a jenos a los

derechos fundamentales susceptibles de protección en vía de am-

paro ( arts. L4 a 29 y 30 en 1o gue respecta a la objeción de

conciencia). Por otra parte, y pese a que la recurrente alega

la infracción del art. 24.I, tutela judicial efectiva, tal in-

vocación no encuentra desarrollo argrumental distinto a la pre-

tendida infracción del principio de igualdadr por 1o que se

convierte en una invocación meranente retórica y, como tal, no

precisa de otra consideración para ser reehazada como infrac-

ción diferenciada.
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2. El presente recurso de anparo gueda' pues, circunscrito a

la pretendida vulneración del principio de igualdad ante la ley

(art. L4), por el distinto trato recibido por el personal do-

cente del Hospital Clínico, respecto de1 personal médico de las

Instituciones cerradas de la Seguridad Social contratados por

la Universidad para desempeñar funciones docentes, a los efec-

tos de percibir íntegrramente 1a totalidad de los emolrlmentos

por la doble función asistencial y docente gue desenpeñan ambos

colectivos.

La norma tomada en consideración en 1a Sentencia impuginada

para rechazq.r su pretensión es el de1 Real Decreto L938/75 de

24 de julio, regTulador del régimen de retribuciones complemen-

tarias de los funcionarios de Ia Administración Civil del Es-

tado que desempeñan funciones docentes y ![ü€, por tanto, Do

resulta aplicable a 1os gue no tengan Ia consideración de fun-

cionarios de Estado o 1os que teniéndola no desempeñen tales

funciones, sin que por ello se pueda entender que existe dis-

criminación contraria al art. l-4 C.E. El art. L1-. d) del citado

Real Decreto, precepto gue la Sala aplica a la recurrente, QD-

cuentra una justificación objetiva y razonable si se tiene pre-

sente que se trata de un complemento retributivo que priUa la

dedicación especial de un funcionario a la función docente y

por tanto, inconpatible con eI desempeño con 1a situación en

activo en otro cuerpo o escala de funcionarios.

Es preciso rechazar la vulneración del principio de igualdad

invocada, pues no se utiliza un término adecuado de compara-

ción, dado gue ambos colectivos pese a desempeñar funciones do-

centes y asistenciales no son equiparables a los efectos de un

idéntico tratamiento jurídico en su remuneración ,d€ modo que

para que prosperase Ia pretendida desigualdad de trato sería

preciso flemostrar, y no se ha hecho, ![ue Bersonas pertenecien-

tes aI uismo colectivo que Ia recurrente perciben ambas remllne-

raciones íntegramente, en ta1 sentido STC L48/L990.
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si 1a discriminación se reconduce aI distinto criterio uti-

lizado en 1a Sentencia de 1a Audiencia Nacional aportada, res-

pecto al mantenido por 1a Sentencia del Tribunal Superior de

Justicia de Madrid que atrora se impugma, támpoco es posible

apreciar Ia citada vulneración. En priner término, ambas reso-

Iuciones no provienen de un mismo órgano judicial, 1o cual

descartarÍa toda posible infracción del principio de igualdad

en Ia aplicación de 1a Ley, conforme reiteradísima jurispru-

dencia de este Tribunal, entre otras STC 68/L99L. En segrundo

lugar, Do existe identidad entre los supuestos de hecho debati-

dos, pues en eI recurso de1 que conoció Ia Audiencia Nacional

se debatía si 1os Profesores de Universidad, que desempeñaban

funciones asistenciales a los beneficiarios de la Seguridad So¿

cial en el Hospital Clínico, tienen o no derecho a percibir Ias

remuneraciones íntegras que por Ia prestación de servicios

asistenciales se abonan a1 personal médico de l'os Hospitales de

Ia Segruridad Social-, nientras que Ia Sentencia gue atrora se im-

pu€Fa se pronuncia en torno aI derecho a percibir el complemen-

to de dedicación especial docente, sin que por 1o tanto pueda

entenderse que existe una identidad de supuestos de hechos e

incluso de pretensiones, que justifique 1a invocada

vulneración del principio de igualdad, pues para reconocer la

existencia de una desigualdad en 1a aplicación de J-a ley, no

basta Ia analogía de los supuestos de hecho, sino que se re-

quiere una absoluta identidad entre 1os mismos.

Por todo 1o expuesto, Ia Sección acuerda la inadmisión del

presente recurso de anFaro.

Madrid, diecisiete de junio de mi1 novecientos noventa y uno.

W


